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Principio de la condición más beneficiosa. RAIS. Por regla general, la pensión de sobrevivientes, se regula por la normatividad vigente al momento de nacimiento del derecho, esto es, cuando fallece el afiliado o pensionado. Este hito, encuentra como excepción el denominado principio de la condición más beneficiosa, en virtud del cual, cuando bajo la vigencia de un régimen legal anterior se ha logrado dejar causado un derecho, el mero transito legislativo no puede desconocer ese principio de derecho creado, pudiéndose –entonces- acudir a la norma anterior para que rija el caso puntual, obviamente acudiéndose a esta figura, únicamente si el derecho no se puede concretar bajo la egida de la normatividad vigente al acaecimiento del riesgo. Ahora, frente a la aplicación del mentado principio en el RAIS, y especialmente, en virtud del Acuerdo 049 de 1990, debe decirse que es procedente invocarlo, dado que cuando el afiliado se trasladó del régimen de prima media al de ahorro individual, también traspasó sus cotizaciones efectuadas al ISS e incluso el tiempo servido a entidades públicas, lapsos que se representan en los bonos pensionales que deben expedir y redimir las autoridades encargadas. Sostenibilidad del sistema RAIS. No Afectación por aplicación del principio de la condición más beneficiosa. No es de recibo el argumento de la apelante, en el sentido de que esta decisión afecta sostenibilidad del sistema consagrado en las normas del Régimen de Ahorro Individual, amén que el mismo propugna por la construcción de pensiones basados en la acumulación de un capital, que en el caso de las pensiones de sobrevivientes causadas en vigencia de la Ley 100 de 1993 –versión original- se exigían apenas 26 semanas, fuera en el año anterior al deceso o en toda la vida laboral, lo que implica que la pensión se podía llegar a sustentar con los aportes de apenas 26 semanas, siendo incoherente que se alegue la ruptura del equilibrio financiero de la entidad, cuando en la pensión que aquí se va a reconocer, tiene como respaldo los aportes de más de 863 semanas, más los tiempos que el señor López Acosta efectuó al aludido fondo, resultando de golpe, evidente que el músculo económico para respaldar esta prestación es más que suficiente e incluso supera la exigencia legal. Intereses moratorios. Concepto de tardanza en el pago.    Lo anterior, conlleva a verificar desde qué momento existe mora en el pago de la prestación. Esta Sala estima, que se está en mora por parte de los fondos de pensiones, cuando el solo contraste de la situación fáctica con la norma, permite obtener la certeza de que el petente de la prestación es beneficiario de la misma y, superados los lapsos concedidos en las normas aplicables (Leyes 700 y 717 de 2001) la entidad no la reconoce. Sin embargo, no existe mora, en concepto de esta Colegiatura, cuando el derecho pensional solamente se clarifica luego de un debate judicial en el que se aviste, con claridad, su existencia y así se declare.
 AUDIENCIA PÚBLICA:

En Pereira, a los dieciséis (16) días del mes de junio de dos mil dieciséis (2016), siendo las diez de la mañana (10:00 a.m.), reunidos en la Sala de Audiencia los suscritos magistrados de la Sala de Decisión Laboral No. 03 del Tribunal Superior de Pereira, el ponente declara abierto el acto, que tiene por objeto resolver los recursos de apelación propuestos por los apoderados judiciales de la parte demandante, sociedad demandada y la llamada en garantía contra la sentencia proferida el 20 de marzo de 2015 por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario promovido por Nelly del Carmen Ladino Ríos contra la Administradora de Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir S.A., y donde interviene como llamada en garantía AXA Seguros de Vida Colpatria S.A., siendo interviniente Ad-excludendum Daniel Andrés López Franco.  
IDENTIFICACIÓN DE LOS PRESENTES:

INTRODUCCIÓN

Antes de que procedan los asistentes a descorrer el traslado para alegar en esta instancia, conforme a las voces del artículo 13 de la Ley 1149 de 2007, a modo de introducción se tiene que la actora ha solicitado que se declare que le asiste el derecho a la pensión de sobrevivientes, de conformidad con el Decreto 758 de 1990 y en aplicación del principio de la condición más beneficiosa y, en consecuencia que se condene a la sociedad demandada al reconocimiento y pago de la prestación a partir del 08 de septiembre de 2002 con el correspondiente retroactivo más los intereses de mora o en subsidio la indexación de las condenas y las costas procesales.

Tales pedidos los afinca la demandante en que el señor Fernando López Acosta falleció el 08 de septiembre de 2002, que en vida cotizó un total de 385 semanas antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, que al Fondo demandado cotizó 17,57 semanas, que la demandante y el fallecido eran cónyuges desde el 05 de mayo de 1974 y hasta el momento del deceso, sin que mediara divorcio o liquidación de la sociedad conyugal, que la actora presentó reclamación al Fondo de Pensiones para que reconociera la pensión de sobrevivientes, que la misma fue negada por insuficiencia de semanas, que se procedió a la devolución de saldos.

Admitida la demanda, se dispuso el traslado a la sociedad demandada, la cual dio respuesta por medio de profesional del derecho, aceptando los hechos atinentes a la muerte del afiliado, a la reclamación que elevó la actora, a la respuesta brindada por la entidad y a la devolución de saldos. Frente a los restantes los niega. Se opone a las pretensiones de la demanda y formula como excepciones “Inexistencia de la obligación, falta de causa en las pretensiones de la demanda, carencia de acción y ausencia de derecho sustantivo”, “Buena fe”, “Prescripción”, y “Compensación”. Llamó en garantía a la sociedad seguros de vida Colpatria S.A., arguyendo que tiene una póliza con esa entidad, para que en el evento de que la demandada fuera condenada la aseguradora pague la suma adicional requerida para financiar el capital necesario para el pago de dicha prestación pensional.

La señora María Luz Dare López Vargas, actuando como representante del menor Daniel Andrés López Franco presentó escrito de intervención ad-excludendum, pretendiendo que se le reconozca la pensión de sobrevivientes al menor, con el respectivo retroactivo y los réditos moratorios. Tal pretensión se enarbola apoyada en que el fallecido Fernando López Acosta era padre del menor.

La sociedad llamada en garantía, allegó respuesta por intermedio de apoderado judicial, coadyuvando la respuesta a la demanda que dio la sociedad demandada, así como sus excepciones. Frente al escrito de llamamiento, se manifestó aceptando la existencia de la póliza, aunque arguyendo que la suma adicional solo se puede cubrir si el afiliado dejo causada la pensión en los términos de la normatividad aplicable al caso. Formula como excepciones al llamamiento las de “Inexistencia de la eventual obligación de reconocer la suma adicional por ausencia de cobertura bajo la póliza No. 007”, “Límite de la eventual obligación indemnizatoria de conformidad con las condiciones de la póliza colectiva de invalidez de sobrevivientes No. 007”, “Obligación condicional del asegurador” e “Inexistencia de cobertura de intereses moratorios y/o indexación y costas judiciales con cargo a la póliza previsional No. 007”.   

Frente a la intervención ad-excludendum, la demandante aceptó todos los hechos de tal intervención, se opuso a que se le asigne el 100% de la pensión, pues de acreditarse su calidad de beneficiaria, le correspondería el 50%. La sociedad demandada también allegó respuesta admitiendo la condición de hijo del interviniente, se opone totalmente a las pretensiones y reitera las excepciones propuestas al contestar la demanda inicial.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA.

Agotadas las etapas procesales, la Jueza a-quo dictó sentencia en la que encontró que el causante Fernando López Acosta dejó causado el derecho pensional a sus beneficiarios, dado que si bien no cumplía las exigencias de la norma vigente al momento de su deceso, antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993 cotizó más de 863 semanas, por lo que en aplicación de la condición más beneficiosa, conforme a los lineamientos de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, debe concederse la pensión en aplicación de la norma anterior (Acuerdo 049 de 1990), ello sin importar que el Fondo pertenezca al RAIS, pues para ello, el causante al haberse trasladado al RAIS, traslado el bono pensional que corresponde a las cotizaciones de ese período anterior a la Ley 100 de 1993.

Verificado lo anterior, la Jueza a-quo encontró que tanto la demandante como el interviniente ad-excludendum, habían acreditado la calidad de beneficiarios de la pensión, por lo que ordenó el reconocimiento y pago de la misma, declarando prescritas las mesadas causadas con antelación al 28 de septiembre de 2009, para el caso de la demandante, no así al menor López Franco, por haberse suspendido el término prescriptivo. Condenó a la llamada en garantía a pagar la suma adicional para financiar la pensión de sobrevivientes concedida, con cargo a la póliza suscrita entre dichas entidades. Se abstuvo de imponer intereses moratorios, amén que apenas, por vía interpretativa, se determinó el derecho pensional. Igual raciocinio utilizó para no imponer costas procesales. 

APELACIÓN
La parte demandante interpuso y sustentó recurso de apelación contra la sentencia atacada, ciñendo su recurso únicamente a la negativa frente a los intereses moratorios y a la no condena en costas. Aduce, frente a los primeros, que su imposición no obedece a análisis subjetivos, sino que se producen por la mera tardanza en reconocer la prestación a la cual se tiene derecho, tal como se desprende de la intelección del artículo 141 de la Ley 100 de 1993. Frente a las costas procesales, al tenor de lo estatuido en el artículo 392 del CPC, estima que su imposición es objetiva y se debe imponer por el solo hecho de haber sido derrotado en el juicio.

Por su parte, la sociedad demandada interpuso alzada, respecto a la condena a otorgar la pensión de sobrevivientes a los beneficiarios del señor Fernando López Acosta, pues estima que éste no la generó, pues no cumplió con la densidad de cotizaciones art. 46 L. 100/93. Alega que la aplicación del Acuerdo 049 de 1990, rompe la sostenibilidad del modelo pensional del RAIS. Destaca que el principio de la condición más beneficiosa no firma parte de los principios que orientan el derecho a la seguridad social, tal como se puede ver en el canon 48 de la Carta Política. Finalmente indica que si bien la Ley 100 en su artículo 288, permite acogerse a la normatividad más favorable, tal sumisión a esa normatividad debe ser integral y, en virtud de ello, la pensión debería ser reconocida por el régimen de prima media. 

Finalmente, la sociedad llamada en garantía también apeló la sentencia, indicando que el causante no cumplió con los requisitos de la normatividad vigente al momento de su deceso, para dejar causado el derecho pensional, razón por la cual el riesgo no está amparado en la póliza, dado que ésta es clara en indicar que el riesgo se ampara únicamente cuando se da bajo la satisfacción de los requisitos legales.

Del problema jurídico.
Visto el recuento anterior, la Sala formula el problema jurídico en los siguientes términos:
¿El principio de la condición más beneficiosa es aplicable al Régimen de Ahorro Individual con Solidaridad?
¿Hay lugar a ordenar que la llamada en garantía pague alguna suma adicional para reconocer la pensión de sobrevivientes, reconocida en aplicación del principio de la condición más beneficiosa?
¿Deben imponerse intereses moratorios y costas procesales a cargo del Fondo de Pensiones cuando la prestación se reconoce en aplicación de una interpretación judicial?

Alegatos en esta instancia:

En este estado de la diligencia y antes de que la Colegiatura, de respuesta al problema jurídico planteado, con el propósito de desatar el recurso, se corre traslado por el término de 8 minutos, a cada uno de los voceros judiciales de las partes asistentes a la audiencia, empezando por la parte recurrente (art. 66 A CPLSS.).

Escuchadas las anteriores intervenciones que en síntesis reflejan los puntos debatidos por los integrantes de la Sala, se procede a decidir de fondo, previa las siguientes: 

III. CONSIDERACIONES:


             2. Desenvolvimiento de la problemática planteada

Por regla general, la pensión de sobrevivientes, se regula por la normatividad vigente al momento de nacimiento del derecho, esto es, cuando fallece el afiliado o pensionado. Este hito, encuentra como excepción el denominado principio de la condición más beneficiosa, en virtud del cual, cuando bajo la vigencia de un régimen legal anterior se ha logrado dejar causado un derecho, el mero transito legislativo no puede desconocer ese principio de derecho creado, pudiéndose –entonces- acudir a la norma anterior para que rija el caso puntual, obviamente acudiéndose a esta figura, únicamente si el derecho no se puede concretar bajo la egida de la normatividad vigente al acaecimiento del riesgo. Sobre esta figura y su aplicabilidad en el régimen pensional, ha dicho recientemente la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia:
“Sin embargo, como en el sub lite el causante como cotizante inactivo al momento del fallecimiento, no cotizó 26 semanas dentro del año inmediatamente anterior a su fallecimiento, de acuerdo con el criterio reiterado de esta Corte, procede la aplicación de la condición más beneficiosa, como excepción a la regla general expuesta en precedencia, pues como lo ha dicho la Sala, cuando en el cambio normativo el legislador no haya previsto un régimen de transición -como ocurrió frente a la pensión de sobrevivientes al expedirse la L. 100/1993-, si se cumplen las exigencias de la normativa anterior en número mínimo de cotizaciones, aunque el riesgo se estructure bajo la reglamentación posterior, puede el juez acudir a aquélla, en aras de proteger una expectativa legítima” (SL2425 de 2016).

En el asunto puntual, se tiene que el fallecimiento del señor Fernando López Acosta ocurrió el 08 de septiembre de 2002, momento para el cual se encontraba vigente la Ley 100 en su redacción original, la cual establecía dos hipótesis: (i) si el afiliado estaba como cotizante activo, debía tener un total de 26 semanas en cualquier tiempo y (ii) si aparecía como inactivo, debía tener cotizadas 26 semanas en el año anterior. De conformidad con el documento que obra a folio 20 de la actuación, el fallecido en el año anterior no tenía cotizaciones, razón por la cual, en los términos de la norma vigente, no dejó causado el derecho pensional para sus causahabientes. Sin embargo, se tiene que con antelación a la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993, el actor cotizó al ISS un total de 237,7143 semanas –fl. 252 vuelto-, a las cuales se les debe adicionar el tiempo servido en el Departamento de Risaralda y el Ministerio de Educación Nacional, los cuales aparecen referidos en el documento proveniente de la Oficina de Bonos Pensionales –fl. 237- y que equivalen a 4.316 días, esto es, 616,5714 semanas, completando en total 854,2857 semanas antes de la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993.

Sobre la posibilidad de acumular tiempo cotizado en el ISS y el tiempo aportado o laborado a una entidad pública, se tiene que esta Sala ha acogido el criterio de la Corte Constitucional, en el sentido de que tal acumulación es válida y admisible, supeditado a la expedición del bono pensional respectivo, trámite que deberá adelantar el fondo pensional (ver entre otras sentencias T-398/09, T-583/10 T-334/559/093 de 2011 y T-938 de 2013).
La Corte advierte, en la última de las providencias mencionada, que su interpretación más favorable en torno a la aplicación del Decreto 758 de 1990, lo hace en gracia de una regla de unidad, reflejada, entre otras razones, “para contabilizar las cotizaciones, que se suman y se acumulan como una sola independientemente que se hayan realizado a varias entidades”, siempre y cuando “la entidad responsable de la pensión exija los bonos, realice los recobros o las compensaciones a otras entidades, por las partes que les corresponde”.
Atendiendo lo discurrido, entonces, es evidente que el causante, antes de la nueva norma, había alcanzado a dejar causado el derecho pensional a sus beneficiarios, amén que había cumplido con más de las 300 semanas que exigía la normatividad anterior que le era aplicable y, por lo mismo, en amparo de esa expectativa legitima, se debe concluir que el señor López Acosta sí dejó causado el derecho pensional a sus causahabientes. Y tal conclusión se refuerza, atendiendo que la razón de ser de la aplicación de la condición más beneficiosa, en este asunto, al disciplinarse la controversia por los mandatos del Acuerdo 049 o Decreto 758 de 1990, obedece a motivos de proporcionalidad y justicia, en tanto que no sería lógico, que por no haberse colmado 26 semanas, en el último año, se niegue el derecho, siendo que había aglutinado 300 semanas con anterioridad, mayores a las que no colmó en vigencia de la Ley 100 de 1993.

Ahora, frente a la aplicación del mentado principio en el RAIS, y especialmente, en virtud del Acuerdo 049 de 1990, debe decirse que es procedente invocarlo, dado que cuando el afiliado se trasladó del régimen de prima media al de ahorro individual, también traspasó sus cotizaciones efectuadas al ISS e incluso el tiempo servido a entidades públicas, lapsos que se representan en los bonos pensionales que deben expedir y redimir las autoridades encargadas.
Sobre el particular, asentó el máximo órgano de la jurisdicción, en la especialidad laboral:
“Aquí y ahora, debe reiterar la Corte Suprema de Justicia que el hecho de que el afiliado fallecido se hubiere trasladado del régimen de prima media con prestación definida al de ahorro individual, no hace perder el derecho de gozar de una pensión de sobrevivientes de origen común, a la luz de la mencionada condición más beneficiosa, siempre y cuando la densidad de semanas cotizadas al Instituto de Seguros Sociales sea suficiente para cumplir con las exigencias que antecedían a la Ley 100 de 1993, que es lo que otorga finalmente el derecho y lo hace extensivo para que los derechohabientes o beneficiarios de quien posteriormente se trasladó a un fondo de pensiones puedan válidamente reclamar la pensión de sobrevivientes a la última de las administradoras con base en la regulación que precedía a la nueva ley de seguridad social”. (Sentencia del 3 de mayo de 2011, radicación 35438).

Como se evidenció, el causante alcanzó a aportar entre el ISS y el sector público más de 863 semanas, períodos que anteceden la entrada en vigencia de la Ley 100 de 1993.

De tal suerte que la jurisprudencia anterior es de pleno recibo en el sub-lite, máxime cuando la administradora de pensiones demandada, era sabedora de tal circunstancia, al momento de suscribir la afiliación del fallecido. 

No es de recibo el argumento de la apelante, en el sentido de que esta decisión afecta sostenibilidad del sistema consagrado en las normas del Régimen de Ahorro Individual, amén que el mismo propugna por la construcción de pensiones basados en la acumulación de un capital, que en el caso de las pensiones de sobrevivientes causadas en vigencia de la Ley 100 de 1993                    –versión original- se exigían apenas 26 semanas, fuera en el año anterior al deceso o en toda la vida laboral, lo que implica que la pensión se podía llegar a sustentar con los aportes de apenas 26 semanas, siendo incoherente que se alegue la ruptura del equilibrio financiero de la entidad, cuando en la pensión que aquí se va a reconocer, tiene como respaldo los aportes de más de 863 semanas, más los tiempos que el señor López Acosta efectuó al aludido fondo, resultando de golpe, evidente que el músculo económico para respaldar esta prestación es más que suficiente e incluso supera la exigencia legal.    

Además, el órgano de cierre de la especialidad laboral, ha decantado que la aplicación del principio d la condición más beneficiosa no atenta contra la regla de sostenibilidad financiera del sistema de pensiones (ver entre otras sentencia del 25 de julio de 2012. Radicación 38674)

Por lo tanto, no puede salir avante la apelación del Fondo de Pensiones pasivo de esta acción.

En cuanto al recurso de la entidad llamada en garantía, se dirá:

Las entidades aseguradoras, en cuanto al cubrimiento de riesgos, están sujetas a la literalidad de lo pactado en el contrato de seguros, el cual debe contener los elementos esenciales en el canon 1045 del Código del Comercio, entre los cuales se destaca el riesgo asegurable, el cual se encuentra definido  en el artículo 1054 ibídem, así: “Denominase riesgo el suceso incierto que no depende exclusivamente de la voluntad del tomador, del asegurado o del beneficiario, y cuya realización da origen a la obligación del asegurador”.

En el caso puntual, se tiene que entre BBVA Horizonte Pensiones y Cesantías, entidad que actualmente es Porvenir y la compañía de Seguros Colpatria, actualmente AXA Colpatria, se suscribió un contrato de seguros, en virtud del cual se expidió una póliza colectiva de seguro previsional de invalidez y sobrevivientes No. 007 –fls. 126 y siguientes-, el cual tenía como cobertura la suma adicional para financiar pensiones de invalidez y de sobrevivientes a los afiliados o beneficiarios al fondo de pensiones administrado por la entidad tomadora. Se relaciona, en el punto relativo a la pensión de sobrevivientes, que se pagará la suma adicional necesaria para pagar la pensión de sobrevivientes, de conformidad con la ley. 

En el presente caso, se alega que al no haber cumplido el causante los requisitos de que trataba la norma vigente, no es posible que la aseguradora corra con dicha suma adicional, pues es un riesgo no cubierto, lo cual deviene mendaz, amén que al haberse consignado con en el convenido asegurador que se cubriría el saldo faltante para conceder pensiones de sobrevivientes, de conformidad con la legislación, no se limitaba únicamente a la concesión de pensiones con fundamento en la norma vigente, sino a cualquier norma que resultare aplicable al caso, en virtud del desarrollo de los principios orientadores del sistema de seguridad social, como lo es el caso, cuando la pensión se concede en aplicación del principio de favorabilidad, en su arista de la condición más beneficiosa. 

Por lo tanto, no puede escabullirse de responsabilidad la entidad llamada en garantía, con el peregrino argumento de que el afiliado fallecido no satisfizo las 26 semanas en el año anterior, porque como se vio, en desarrollo de principios legales y constitucionales, sí dejó causado el derecho con fundamento en la norma anterior.

Por ello, tampoco se aceptarán los argumentos de la entidad llamada en garantía.

Finalmente, se analizará el tema de los intereses moratorios y de las costas procesales, planteadas en el recurso de la parte demandante. Frente a los réditos moratorios, se tiene que los mismos se disciplinan en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, siendo los mismos la forma en que se resarce a los pensionados la tardanza o el incumplimiento en el pago por parte de las entidades de seguridad social. Por tal razón, su imposición no obedece a situaciones subjetivas de la entidad, sino a la verificación de la simple tardanza en el reconocimiento de una prestación de la cual, es absolutamente incuestionable, su titularidad por parte del afiliado o beneficiario.

Es pues, la mora la que se pena con dichos réditos. Lo anterior, conlleva a verificar desde qué momento existe mora en el pago de la prestación. Esta Sala estima, que se está en mora por parte de los fondos de pensiones, cuando el solo contraste de la situación fáctica con la norma, permite obtener la certeza de que el petente de la prestación es beneficiario de la misma y, superados los lapsos concedidos en las normas aplicables (Leyes 700 y 717 de 2001) la entidad no la reconoce. Sin embargo, no existe mora, en concepto de esta Colegiatura, cuando el derecho pensional solamente se clarifica luego de un debate judicial en el que se aviste, con claridad, su existencia y así se declare.

En este caso, sin duda, fue la controversia judicial la que permitió llegar a la conclusión de que, el causante, dejó causado a sus beneficiarios, la gracia pensional, en aplicación de la condición más beneficiosa, por lo que errado es hablar de mora por parte del Fondo demandado, que negó la prestación, con apoyo en una interpretación admisible de la ley.

Por lo tanto, no se impondrán intereses moratorios en la forma pretendida por la parte actora, aunque se modificará la decisión, en el sentido de concederlos si una vez ejecutoriada la decisión, no se cumple por parte de la entidad demandada.

Finalmente, en torno al tema de las costas procesales, dígase que para el momento de proferimiento de la sentencia de primer grado, la norma aplicable era el artículo 392 del CPC, norma que en su texto consagra: “En los procesos y en las actuaciones posteriores a aquellos en que haya controversia, la condenación en costas se sujetará a las siguientes reglas: 1. Se condenará en costas en costas a la parte vencida en el proceso, o a quien se le resuelva desfavorablemente el recurso de apelación, súplica, queja, casación, revisión o anulación que haya propuesto”.
La condena en costas se impone a la parte que, en el curso de la controversia judicial, no logró sacar avantes sus intereses o sus tesis, y recibió una decisión condenatoria. Ese es el presupuesto lela para su imposición. 

En el caso puntual, la parte actora se vio en la obligación de poner en funcionamiento el aparato judicial y al trabarse la litis, la entidad demandada se opuso a sus pedidos y formuló sus excepciones en contra de los mismos, argumentos que no salieron avantes, por lo que debieron imponerse las costas procesales a su cargo. Distinta es la situación, que fue la que al parecer contemplo la a-quo, cuando el demandado no se opone a las pretensiones de la demanda, pues en estos eventos sí es admisible la no imposición de costas procesales. Así las cosas, habrá de revocarse el ordinal 7º de la sentencia apelada, imponiendo las costas del proceso a cargo de la entidad demandada y de la llamada en garantía. 

En síntesis, se modificará el ordinal 3º de la sentencia, en el sentido de imponer los réditos moratorios una vez ejecutoriada la decisión y se revocará el ordinal 7º, en lo tocante a la condena en costas, confirmándose la decisión en todo lo demás.

En mérito de lo expuesto, el H. Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,

FALLA

1. Modifica el numeral tercero de la sentencia proferida el 20 de marzo de 2015, por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, dentro del proceso ordinario laboral de la referencia, el cual quedará así:

Condenar a la AFP Porvenir S.A. y a AXA Seguros de Vida Colpatria S.A. a reconocer y pagar intereses moratorios, conforme al artículo 141 de la Ley 100 de 1993, una vez ejecutoriada esta providencia.
2. Revoca el ordinal 7º de la sentencia antes referida y en su lugar condena a costas de primera instancia a  AFP Porvenir S.A. y a AXA Seguros de Vida Colpatria S.A. y a favor de la señora Nelly del Carmen Ladino Ríos.
3. Confirma la sentencia apelada en todo lo demás.

4. Costas en esta instancia a cargo de la sociedades demandada y llamada en garantía y a favor de la demandante y del interviniente ad-excludendum.   

NOTIFÍQUESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE.

La anterior decisión queda notificada en estrados.

Los Magistrados,

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN            OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA
Alonso Gaviria Ocampo
Secretario
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